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Juez Rivera Marchand y el Juez Salgado Schwarz 

 
Domínguez Irizarry, jueza ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de junio de 2022.  

La parte peticionaria, Mapfre Pan American Insurance 

Company (Mapfre), comparece ante nos para que revoquemos la 

Resolución emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Bayamón, el 2 de noviembre de 2021 y notificada el 4 de noviembre 

de 2021.  Mediante la misma, el foro de instancia declaró No Ha 

Lugar la Moción de Desestimación y de Sentencia Sumaria incoada 

por la parte peticionaria. 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

deniega la expedición del auto solicitado.  

I 

El 16 de julio de 2020, el Sr. Rafael Luciano de Peña 

(recurrido) presentó una acción sobre incumplimiento de contrato 

contra Mapfre.  En la misma, alegó que su propiedad estaba 

asegurada por una póliza de seguros expedida por la parte 

peticionaria, la cual ofrecía cubierta contra fuego, terremoto, 

tormenta de vientos y huracán. Indicó que su propiedad se vio 

afectada por el impacto del huracán María y que había reclamado el 
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resarcimiento de la totalidad de los daños ocurridos. No obstante, 

sostuvo que Mapfre no cubrió la totalidad de los daños, lo cual le 

imposibilitó arreglar la totalidad de la propiedad.  

 Señaló, además, que en o alrededor del mes de octubre de 

2017, la propiedad sufrió unos daños severos en el sistema de 

plomería y electricidad. Indicó que solicitó la asistencia de hogar 

seguro, según provisto en la póliza de seguro. Sin embargo, alegó 

que sus esfuerzos fueron infructuosos.  Sostuvo que, a la fecha de 

la radicación de la demanda de epígrafe, la propiedad continuaba 

teniendo daños en el sistema eléctrico y de plomería. 

Indicó, además, que como consecuencia del temblor ocurrido 

en Puerto Rico el 23 de septiembre de 2019, la propiedad en cuestión 

se agrietó en diferentes áreas, incluyendo el techo.  Días más tarde, 

el 27 de septiembre de 2019, reclamó a Mapfre el pago de los 

arreglos, según el estimado que obtuvo.  Alegó que Mapfre se ha 

negado al pago de lo reclamado. Según detalló, a partir del 29 de 

diciembre de 2019, se agravó la condición de la propiedad por 

consecuencia de otros temblores.  

Sostuvo que, el 18 de mayo de 2020, presentó una 

reclamación extrajudicial a Mapfre, mediante carta, requiriéndole 

resarcir la totalidad de los daños previamente detallados.  Estimó 

los daños a la propiedad en $30,000, mientras los daños por 

sufrimientos y angustias mentales por el incumplimiento de Mapfre 

con el contrato los valoró en $25,000. 

 Así las cosas, el 31 de diciembre de 2020 la parte peticionaria 

presentó una Moción de Desestimación y de Sentencia Sumaria1 en 

la cual planteó que en la demanda surgían dos (2) reclamaciones 

 
1 La parte peticionaria acompañó el pliego con la siguiente prueba documental: 

(1) copia de la póliza multilineal personal, (2) copia de un documento en el cual 

aparece el nombre del recurrido, el número de póliza y una reclamación de 

asistencia al hogar con fecha de accidente 8-26-2019 y fecha de cerrado 2-28-
2020 y (3) copia de un documento en el cual aparece el nombre del recurrido, el 

número de póliza y una reclamación de asistencia al hogar con fecha de accidente 

8-26-2019 y fecha de cerrado 9-13-2019. 
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independientes, una por los daños a la plomería y electricidad, y 

otra por los daños ocasionados por los terremotos.  En cuanto la 

primera reclamación, adujo que la misma había sido atendida, sin 

embargo, argumentó que la acción judicial fue presentada dos años 

y medio luego del evento, lo cual imposibilitaba la reclamación legal 

por no ser iniciada o instada dentro del plazo de un (1) año. 

 En cuanto a la segunda reclamación referente a los daños 

ocasionados por los terremotos, planteó que se debía desestimar la 

acción sin perjuicio porque la parte recurrida no había reclamado la 

misma a Mapfre, hecho que le impidió ajustar la reclamación.   

 Así, solicitó que la reclamación de daños en el sistema de 

plomería y electricidad fueran desestimados con perjuicio y las 

reclamaciones por daños ocasionados por terremotos se 

desestimaran sin perjuicio.  

 Por su parte, el 24 de enero de 2021, el recurrido presentó 

Moción en Solicitud de Desestimación de Moción de Desestimación y 

o Sentencia Sumaria Presentada por Mapfre o en la Alternativa 

Solicitando Término Adicional para Expresarse. En su escrito, en 

esencia, planteó que Mapfre no había acompañado su petición con 

prueba juramentada y que, de la propia documentación anejada a 

la misma, surgía el incumplimiento contractual ya que el servicio 

que alegó fue brindado se había realizado dos años después de 

solicitado. 

 En respuesta, el 14 de febrero de 2021, Mapfre incoó una 

Réplica a Oposición a Moción de Desestimación y de Sentencia 

Sumaria,2 en la cual reiteró sus previos argumentos. Por su parte, 

el 8 de marzo de 2021, el recurrido presentó una Moción en Oposición 

a Solicitud de Sentencia Sumaria y Desestimación. En el pliego 

 
2 MAPFRE presentó la misma documentación que anejó a la Moción de 
Desestimación y de Sentencia Sumaria. Sin embargo, añadió una Declaración 

Jurada prestada por el señor Aníbal Ortiz Rivera, Supervisor del Departamento 

de Propiedad de MAPFRE. 
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planteó que existía controversia sobre la fecha en que se había 

brindado el servicio al hogar requerido y la notificación a la 

aseguradora sobre los daños ocasionados por los terremotos. 

Enfatizó el hecho de que en el caso no había comenzado el 

descubrimiento de prueba, el cual era necesario para poder refutar 

o controvertir las alegaciones de Mapfre. 

  Luego de evaluada las posturas de las partes, el 2 de 

noviembre de 2021, notificada el 4 del mismo mes y año, el Tribunal 

de Primera Instancia emitió una Resolución mediante la cual declaró 

No Ha Lugar la Moción de Desestimación y de Sentencia Sumaria. 

Concluyó que existían hechos en controversia que ameritaban la 

celebración de un juicio en su fondo. 

 En desacuerdo, el 19 de noviembre de 2021, la parte 

peticionaria presentó Moción en Reconsideración. Por su parte, el 

recurrido incoó el 16 de marzo de 2022 Escrito en Oposición a 

Reconsideración.3 Ponderadas las posturas de las partes, el Tribunal 

de Primera Instancia declaró, el 13 de abril de 2022, No Ha Lugar la 

Moción en Reconsideración. 

 Inconforme, el 13 de mayo de 2022, la parte peticionaria 

acudió ante nos mediante el presente recurso de certiorari. En el 

mismo expuso los siguientes señalamientos: 

PRIMER SEÑALAMIENTO DE ERROR: 
 

MAPFRE y el recurrido establecieron en la póliza de 
seguro el término de un (1) año para que este último 
presentara cualquier acción judicial en su contra, 

contado a partir de la fecha de la pérdida.  Erró el 
Tribunal de Primera Instancia cuando, habiendo 

transcurrido dicho término de un (1) año de los hechos 
que se alegaron ocurrieron en el mes de octubre de 
2017, y no habiendo sido interrumpido dicho término 

por el recurrido, declaró No Ha Lugar la solicitud de 
desestimación con perjuicio de las causas de acción 
que se alega dieron origen en dicho mes, a pesar de 

 
3 El recurrente acompañó su escrito con: (1) carta suscrita por la Gerente de 

Popular Insurance, (2) copia de póliza multilineal personal, (3) una Declaración 
Jurada suscrita el 1 de marzo de 2022 por el demandante y (4) copia de una carta 

suscrita por la representación legal de la parte demandante del 19 de mayo de 

2020 dirigida al Director del Departamento Seguros Hipotecarios de MAPFRE. 
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que el recurrido presentó la Demanda el 3 de julio de 
2020. 

 
SEGUNDO SEÑALAMIENTO DE ERROR: 

 
Para que se considere entablada una reclamación ante 
un asegurador, un asegurado tiene una serie de 

deberes y obligaciones luego de ocurrida una pérdida.  
Los mismos provienen del acuerdo establecido en la 
póliza y las disposiciones de la Oficina del Comisionado 

de Seguros. Entre esos deberes se encuentran 
notificarle -incluso por escrito- de la pérdida lo más 

pronto posible al asegurador, señalando los hechos 
pertinentes, alegando tener derecho al pago, así como 
evidenciar la misma, ya sea con fotos, documentos, 

estimados, y otros.  Erró el Honorable Tribunal de 
Primera Instancia al no desestimar sin perjuicio las 

acciones sobre daños a la propiedad por la ocurrencia 
de diversos terremotos, cuando la parte recurrida no 
presentó reclamación alguna ni demostró o evidenció 

haber cumplido con ninguna de sus obligaciones como 
asegurado bajo la póliza de seguro antes de acudir al 
foro judicial tal y como venía obligado a hacerlo. 

 
TERCER SEÑALAMIENTO ERROR: 

 
Para derrotar una solicitud de sentencia sumaria, la 
parte opositora debe presentar contradeclaraciones 

juradas y contradocumentos que pongan en 
controversia los hechos presentados por el 
promovente.  Erró el Honorable Tribunal de Primera 

Instancia al determinar que había controversia de 
hechos cuando el recurrido -contrario a Derecho- se 

opuso basándose en alegaciones y documentos que no 
cumplen y fallan en colocar en controversia los hechos 
establecidos por MAPFRE. 

 

 Luego de examinar el expediente de autos, procedemos a 

expresarnos. 

II 

Mediante la presentación de un recurso de certiorari, se 

pretende la revisión de asuntos interlocutorios que han sido 

dispuestos por el foro de instancia en el transcurso y manejo del 

caso que atienden. Distinto al ejercicio de sus funciones respecto a 

un recurso de apelación, el tribunal al que se recurre mediante el 

vehículo procesal del recurso de certiorari tiene discreción para 

atender el asunto planteado, ya sea expidiendo el auto solicitado o 

denegándolo.  800 Ponce de León Corp. v. American International 

Insurance Company of Puerto Rico, 205 DPR 163 (2020); Rivera 
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Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580 (2011); Pueblo v. Díaz 

de León, 176 DPR 913 (2009); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 

(2005).  No obstante, esta discreción no se ejerce en el vacío.  La 

Regla 40 del Reglamento de este Tribunal establece los criterios que 

debemos considerar al momento de ejercer nuestra facultad 

discrecional.  Estos son: 

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 
a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 

derecho. 
 

B. Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema. 
 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

 
D. Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
 

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración. 
 

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final 

del litigio. 
 

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 
 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
  

Constituye una norma judicial clara y establecida que los 

tribunales apelativos no “deben intervenir con determinaciones 

emitidas por el foro primario y sustituir el criterio utilizado por éste 

en el ejercicio de su discreción, salvo que se pruebe que actuó con 

prejuicio o parcialidad, incurrió en craso abuso de discreción o en 

error manifiesto”.  Citibank et al v. ACBI et al., 200 DPR 724, 736 

(2018).  La discreción es el más poderoso instrumento reservado al 

juzgador. Rodríguez v. Pérez, 161 DPR 637 (2004).  Al precisar su 

alcance, el estado de derecho lo define como la autoridad judicial 

para decidir entre uno o varios cursos de acción, sin que ello 

signifique abstraerse del resto del derecho. Citibank et al v. ACBI et 
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al., supra.  Su más adecuado ejercicio está inexorablemente atado 

al concepto de la razonabilidad, de modo que el discernimiento 

judicial empleado redunde en una conclusión justiciera. Citibank et 

al v. ACBI et al., supra; Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 

194 DPR 723 (2016); García v. Asociación, 165 DPR 311 (2005). En 

consecuencia, la doctrina establece que un tribunal incurre “en 

abuso de discreción cuando el juez: ignora sin fundamento algún 

hecho material; cuando [el juez] le concede demasiado peso a un 

hecho inmaterial y funda su decisión principalmente en ese hecho 

irrelevante, o cuando éste, a pesar de examinar todos los hechos del 

caso, hace un análisis liviano y la determinación resulta 

irrazonable”. Citibank et al v. ACBI et al., supra, pág. 736.       

III 

 En la presente causa, la peticionaria argumenta, en esencia, 

que erró el Tribunal de Primera Instancia al denegar la Moción de 

Desestimación y de Sentencia Sumaria.  Habiendo evaluado su 

planteamiento, a la luz de la prueba y la norma aplicable, 

denegamos la expedición del auto solicitado.    

Un examen detallado de los documentos que componen el 

expediente que nos ocupa, nos lleva a abstenernos de ejercer 

nuestras funciones revisoras respecto al desempeño adjudicativo del 

tribunal primario.  Sabido es que la sentencia sumaria es un 

mecanismo adjudicativo de naturaleza extraordinaria, sujeta a 

determinadas formalidades impuestas por ley, que propende a la 

celeridad en la disposición de los asuntos sometidos a la 

consideración de la maquinaria judicial.  Rivera Matos, et al. v. North 

Janitorial Services, 204 DPR 1010 (2020); Rodríguez García v. UCA, 

200 DPR 929 (2018); Savary et al. v. Mun. De Fajardo et al., 198 DPR 

1014 (2017); SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414 

(2013); Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200 (2010). La 

legitimidad de su empleo está supeditada a la efectiva inexistencia 
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de controversia alguna sobre los hechos medulares de la causa de 

acción de que trate, ello a la luz de la prueba documental sometida 

a la consideración del juzgador por parte de quien propone la moción 

correspondiente, así como de quien se opone a la misma.  Por tanto, 

compete al tribunal examinar toda la evidencia habida ante sí, de 

modo tal que pueda concluir que solo resta disponer de cuestiones 

puramente normativas.  Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308 (2004); Roig 

Com. Bank v. Rosario Cirino, 126 DPR 613 (1990).  Ahora bien, dictar 

sentencia sumaria en un caso es una facultad propia a la discreción 

del adjudicador, a los fines de evitar que se prive a una persona de 

su derecho a tener su día en corte.  SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR 414 (2013); Ramos Pérez v. Univisión, supra; Roig 

Com. Bank v. Rosario Cirino, supra.   Así, de no quedar clara la total 

inexistencia de controversias de hechos materiales, el foro a quo está 

llamado a no preterir el cauce ordinario de los 

procedimientos.  Regla 36.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 36.3.   

Al entender sobre la totalidad de los documentos que 

componen el expediente de autos, advertimos que ningún criterio 

jurídico particular justifica que dejemos sin efecto la determinación 

recurrida.  Nada en el expediente de autos nos sugiere que, en el 

ejercicio de sus facultades, el foro recurrido haya incurrido en error 

o en abuso de la discreción que le asiste, de modo que se haga 

meritorio que soslayemos la norma de abstención judicial que, en 

dictámenes como el de autos, regula el ejercicio de nuestras 

funciones. A nuestro juicio, y en ausencia de criterio alguno que nos 

mueva a resolver lo contrario, el pronunciamiento en cuestión es 

producto del adecuado ejercicio de las facultades que le asisten al 

Tribunal de Primera Instancia en la materia que atendemos, por lo 

que, ante ello, no resulta preciso que intervengamos. Siendo así, en 
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virtud de lo dispuesto en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra, resolvemos no expedir el auto que nos ocupa.  

IV 

 Por los fundamentos que anteceden, se deniega la expedición 

del presente recurso de certiorari.  

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal.       

 

                                                     
     Lcda. Lilia M. Oquendo Solís     

                                            Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


